Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 28 minutos) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial agradece la presencia de los 
representantes de la Comisión Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre, Mevir, en la 
persona de su Presidente, arquitecto Francisco Beltrame, de su Secretario, escribano Ariel Díaz, y de 
su Vocal, ingeniero agrimensor Enrique Barone. El motivo de la invitación que se les cursó, de acuerdo 
con el orden del día, es obtener información sobre los lanzamientos que se llevarán a cabo en 
complejos de Río Branco, como así también tomar conocimiento de su programa de vivienda y los 
planes de trabajo proyectados. 


Para referirse al tema, tiene la palabra el arquitecto Beltrame. 


SEÑOR BELTRAME.- Señor Presidente: muchas gracias por la invitación, que nos permite poner en 
conocimiento de los señores Senadores la problemática que existe a lo largo y ancho del país, como 
también algunos de los temas que hemos venido trabajando desde 2005, pero que ya se habían 
iniciado en la gestión anterior -es decir, en 2004- vinculados con las situaciones de irregularidad que se 
dan con respecto a la tenencia o al uso de las viviendas. 


Desde el año 2007, Mevir está desarrollando un programa más específico llamado 
“Fortaleciendo Vínculos”, que intenta regularizar una serie de situaciones que se han venido dando en 
el tiempo con respecto a las viviendas que son de su patrimonio. Recordamos que cuando hablamos 
del patrimonio de Mevir nos referimos al del conjunto de la sociedad, en la medida en que se trata de 
viviendas a las que se accede con un importante nivel de subsidio que puede llegar al 70% del costo y 
que el pago del 30% restante -este porcentaje puede variar del 30% al 50%- tiene especificaciones 
en cuanto al uso y a la forma de efectuarlo. Esta contraparte de pago, a su vez, se realiza a veinte 
años o más, dependiendo del nivel de ingresos del núcleo familiar, de manera que la cuota no lo afecte 
en más del 15%. 


Concretamente, en la localidad de Río Branco -que es el detonante del llamado de atención y 
de preocupación de los señores Senadores- tenemos tres tipos de situaciones: acciones que tienen 
que ver con la morosidad -que reviste caracteres muy variables-; casos de viviendas que fueron 
arrendadas sin autorización previa de Mevir -cuando expresamente se indica que no se puede alquilar 
y que, en caso de que la familia lo necesite, debe solicitar autorización previa-; y, finalmente, 
situaciones de “venta” -entre comillas- aunque para acceder a la cesión de derechos con respecto a la 
vivienda, también se requiere de la autorización previa y expresa de la institución. ¿Por qué estas 
disposiciones? Porque se considera que hay un esfuerzo importante de la sociedad para facilitar el 
acceso a estas viviendas -que, como mencionaba, tienen un subsidio que llega al 70% de su valor- sin 
perjuicio de lo cual hay algunas personas inescrupulosas que proceden a su venta en distintas 
circunstancias y con diferentes procedimientos. En algunos casos se presentan ante escribanos que se 
limitan a documentar que la transacción debe ser autorizada por Mevir y, en definitiva, lo que hacen es 
certificar las firmas. 


En síntesis, este es el tema central, que abarca situaciones en las que se llega a traficar con 
las viviendas por importantes sumas -estamos hablando de US$ 7.000 ó US$ 10.000-; en otros casos 
no se estipulan los importes o estos son menores pero, en definitiva, hay unas cuantas irregularidades 
de este tipo. A lo largo y ancho del país tenemos en proceso unos 234 juicios de rescisión y 124 
inspecciones oculares en trámite. Esto se procesa por la vía judicial que, en definitiva, determina la 
nulidad de los contratos, la recuperación de la vivienda y el desapoderamiento. Mevir, a la hora de 
recibir esas viviendas, llama a la readjudicación en la localidad entre las familias que califiquen. Para 
ello, teóricamente deben tener ingresos menores a las 60 Unidades Reajustables -en la práctica, el 
grueso de la población tiene como ingreso familiar menos de 30 Unidades Reajustables- carecer de 
propiedades y necesitar una vivienda. Este control se hace a través de visitas de asistentes sociales, a 
partir del llenado de un formulario que establece las pautas socioeconómicas. A la hora de adjudicar el 
puntaje, se privilegia a aquellas familias que tienen mayores carencias en la vivienda que habitan, con 
integrantes que padecen alguna discapacidad u otros tipos de enfermedades. 


Básicamente, este es el centro del planteo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En nombre de los miembros de la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial del Senado, quiero agradecer la presencia de esta delegación. A efectos de 
formar opinión, quisiera plantear algunas preguntas. 


En primer lugar, quiero saber si se tienen identificados aquellos operadores inmobiliarios que 
han traficado en relación con estas viviendas, engañando a la gente, tal como ha señalado el señor 
Presidente de Mevir. ¿Se ha realizado alguna acción o denuncia contra ellos? Respecto a los trámites 
judiciales a los que se hace referencia en la rescisión de contratos, ¿culminaron desde el punto de 
vista judicial y están en la etapa de lanzamiento, o todavía se hallan en trámite? ¿Se puede cuantificar 
los que se han rescindido? Formulo estas preguntas porque el lanzamiento se puede pedir luego de la 
rescisión. De tal modo, convendría analizar la hipótesis de que los damnificados que hayan seguido 
pagando contratos que figuran en nombre de anteriores beneficiarios -según información recogida- 
puedan recalificar en ese contexto de reasignación de viviendas, sin llegar al lanzamiento. O sea que la 
primera pregunta está relacionada con los operadores inmobiliarios y la segunda, específicamente, con 
los aspectos judiciales. Entonces, si, por ejemplo, ya se culminaron los trámites de rescisión de 
contratos y se pidió el lanzamiento, o si no se pidió o está en trámite, ¿ven alguna forma de que los 
que hoy están ocupando y fueron engañados, puedan de alguna manera ser contemplados en un plan 
de recalificación? 


SEÑOR BELTRAME.- En primer lugar, cuando hay lanzamiento es porque finalizó el juicio y, por lo 
tanto, hay sentencia firme, se le da la razón a Mevir y el contrato queda rescindido. Quiere decir que el 
lanzamiento es a los efectos de la entrega de la vivienda. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me refería al período que media entre la sentencia ejecutoriada de 
rescisión de contrato y el pedido de lanzamiento de Mevir, es decir, la ejecución de esa sentencia. 


SEÑOR BELTRAME.- Cuando hemos solicitado el lanzamiento ha sido porque efectivamente ya está 
definido y liquidado el juicio contra los titulares. Hay situaciones en el territorio en las que planteamos a 
los presuntos compradores e inocentes que formulen las denuncias pertinentes si fueron estafados. En 
este aspecto hemos tratado de rastrear, pero no hemos llegado a concluir en pruebas que nos habiliten 
a realizar las denuncias correspondientes. Aclaro que no tiene que ver con las situaciones de venta, 
pero sí hemos realizado unas diez denuncias penales con respecto a recaudadores que en algún 
momento se quedaron con parte de la recaudación o hicieron falsificación de documentos de recibo. En 
los casos en que ha habido denuncia, frenamos las acciones a la espera de ver en qué medida esto se 
clarifica. 


Ahora bien, la posibilidad de reconocer derechos directamente a las personas que están 
dentro de las viviendas, creo que es un camino que encierra algunos peligros muy fuertes. En primer 
lugar, cuesta bastante dirimir las situaciones. De hecho, en muchos de los documentos que tenemos 
queda claro que a quien accede a la vivienda en esta forma un tanto lateral y no por derecho, se le 
pone en conocimiento de la realidad en el mismo momento de proceder a la documentación. De 
manera que reconocer el derecho a quien está dentro de la vivienda es muy peligroso, por las formas 
de acceso que precisamente tienen. Más de una vez, frente a una acción de inspección ocular por 
situaciones de alquiler, el titular dice que quien está dentro de la vivienda lo denunció porque quiere 
quedarse con ella. Entonces, estamos ante un pretil muy delicado a la hora de definir estas cuestiones, 
y por eso es que recurrimos a la Justicia, de forma tal que sea ella la que, en definitiva, las dirima. 


Este problema que está planteado en Río Branco también se da en otras localidades como, 
por ejemplo, Minas de Corrales, donde suspendimos acciones de lanzamiento sobre la base de la 
presentación de los presuntamente damnificados. Aclaro que digo “presuntamente” porque no nos 
consta que sea así; es posible que efectivamente sean damnificados, pero no hemos accedido a la 
documentación que acredite o que permita clarificar cuál fue la forma de acceso a la vivienda. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera formular una última pregunta, señor Presidente. 


El arquitecto Beltrame mencionó que si se solicitaban autorizaciones para alquilar o 
autorizaciones especiales para acceder, se analizaban y se concedían. ¿Se puede saber cuántas 
solicitudes de este tipo se presentan y cuántas se conceden? 


SEÑOR BELTRAME.- No tengo un número exacto, pero puedo decir que las solicitudes son muchas, 
porque el régimen que se aplica es de hasta diez años luego de realizada la escritura. No quiero 
mentirles pero creo que, por mes, se deben de conceder alrededor de cincuenta cesiones de derechos 
de vivienda. Claro que, a la hora de ceder los derechos, se dan dos tipos de situaciones. Una de ellas 
se da cuando se canceló el valor pactado. En este caso, cuando se canceló y pasaron más de veinte 
años, la persona se hizo acreedora al cien por ciento del subsidio. La otra situación ocurre en etapas 
intermedias, en las cuales solicitamos, con la simultánea cesión, la cancelación del resto del subsidio 
que quede por delante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se me permite, quisiera hacer algunas preguntas. 


Por un lado está la preocupación que creo debemos tener todos por estas nuevas 
limitaciones que hay para la transferencia de la propiedad, ya sea de las viviendas de Mevir como de 
los inmuebles que se encuentran en la órbita del Instituto Nacional de Colonización ingresados en su 
momento a través de la ley del Banco Hipotecario, antes de que existiera el Instituto. Esto también se 
debe al decaimiento que existe acerca de las normas relativas a la compraventa en el Código Civil. Es 
notorio que hoy, en Montevideo, por ejemplo, en los cordones de los asentamientos, hay un nuevo 
título que transfiere la propiedad en el caso de inmuebles que no están registrados y que la gente 
conoce como el “dentre”. Cuando pregunté qué es el “dentre”, se me explicó que es un documento en 
el que se identifica el bien, que tiene la fecha y que dice: “El día de hoy di “dentrada” a Fulano a este 
inmueble”. Indudablemente, la gente se entera de que en realidad eso no tiene valor. Como dice el 
artículo 2 del Código Civil, “la ignorancia de las leyes no sirve de excusa”, y en esto tiene razón Mevir. 
Es cierto que la gente debería conocer las normas porque así funciona el Estado de derecho, pero 
también es cierto que quienes acceden a este tipo de subsidios -como el de Mevir- no tienen la 
preparación de aquellos que han podido completar el liceo o son universitarios. 


No sé si nuestros invitados están en conocimiento de la comparecencia a esta Comisión del 
Edil del Frente Amplio por Cerro Largo, señor Amaral, quien nos hizo una solicitud que debemos 
trasladar a ustedes, por respeto a la institucionalidad y a las autoridades de Mevir. Creo que todos los 
miembros de la Comisión tenemos la misma idea de intervenir en cuanto sea posible para atender a las 
familias de Cerro Largo que están en esta situación, máxime cuando se revisa la documentación y se 
encuentra que algunas de las personas que siguieron pagando, sin ser titulares, lo hicieron a Mevir, y 
que esta Institución anotaba al dorso de los propios recibos el pago recibido de esas personas que 
estaban en tal situación irregular. Entonces, sin que esto sirva de excusa en ningún momento desde el 
punto de vista legal o jurídico y sin que signifique un reconocimiento, considero que se podría crear la 
apariencia de que algunas de esas personas sentían que estaban obrando bien. El pedido de intervenir 
que hizo el Edil Amaral a esta Comisión -que, como dije, nosotros tenemos el deber de trasladar a 
ustedes- apunta a manejar la posibilidad de atender la situación de los ancianos, de los niños o de 
quienes tienen gente a su cargo, por lo menos a través de los asistentes sociales, porque este 
desalojo, de concretarse, necesariamente va a repercutir en el Estado, que no debe ser insensible a 
esa situación. 


Entiendo y comparto las expresiones del arquitecto Beltrame de que al que ocupa de manera 
ilegal un inmueble no puede reconocérsele un derecho frente a Mevir, porque eso iría en contra de la 
esencia de la ley y de la actuación de este Organismo. Sin embargo, entendemos que tampoco se 
puede ser tan insensible como para no abrir un compás de espera o darles un plazo para que 
solucionen sus problemas. 


SEÑOR DÍAZ.- A modo de introducción general -y no con respecto a este caso específico, que nos 
duele- quiero decir que es realmente difícil estar en la Comisión Honoraria y administrar cerca de 
24.000 viviendas. Nosotros hacemos un gran esfuerzo por evitar esas injusticias y es así que hoy 
estamos escriturando y dando la propiedad a aquellas personas que hace veinte años que terminaron 
de pagar. 


Por otro lado, en lo que tiene que ver con las propiedades de Mevir, recordemos que el 
hecho de escriturar implica la regularización de titulaciones, permisos de construcción, etcétera. Al 
tratar de ordenar se da este tipo de casos que nos duelen pero, como decía el Presidente de Mevir, al 
hacer una excepción se puede complicar más la situación. Además, todo se efectúa de acuerdo a 
derecho con la intervención del Poder Judicial. La Comisión Honoraria ha solicitado a la Asociación de 
Escribanos del Uruguay que difunda la ley -que no es nueva- en la que se establece que estas 


viviendas no se pueden vender porque, en general, solo se paga el 30% de su valor y la cuota se 
ajusta anualmente según el salario del peón rural. 


Más allá de eso, Mevir es sensible a todos los planteos que se le hagan a través de las 
asistentes sociales que recorren el país, que son las que están más cerca de la gente. En ese marco 
es que reivindico el respaldo a una actuación de acuerdo a derecho y, eventualmente, si hay 
situaciones que ameriten una modificación legislativa -lo digo a modo personal- nosotros daríamos 
nuestro apoyo. De todos modos, insisto en que hay que tratar de no cometer injusticias, ya que si se 
hace una excepción, después se puede repetir la situación. Además, tenemos casos concretos de 
gente que, dada su situación irregular, tuvo que dejar la vivienda, luego se presentó en un nuevo 
llamado y salió favorecida. Por ejemplo, tengo muy presente un caso que se dio en el departamento de 
Artigas en que la persona debió dejar la vivienda y luego calificó desde el punto de vista de las 
exigencias legales y reglamentarias, por lo que pudo ingresar nuevamente. Ese es el marco general de 
la situación y estoy seguro de que los señores integrantes de la Comisión van a tener presente que 
debemos ajustarnos a derecho, más allá del temor a ser injustos. 


SEÑOR BELTRAME.- Quiero aclarar dos aspectos que tienen que ver no solamente con esta 
situación, sino también con las que se dan a lo largo y ancho del país. 


En lo que tiene que ver con la situación de Río Branco en particular, cuando se nos solicitó 
concurrimos a la localidad a hablar directamente con los vecinos. Hubo una primera actividad que 
teníamos prevista para el mes de octubre que coincidía con el sorteo en Cebollatí pero, 
lamentablemente, las inundaciones nos impidieron llegar. Sin embargo, en la mañana del 22 de 
diciembre, también con motivo de una actividad en la localidad de Cebollatí, tuvimos una asamblea 
para plantear cuál era el marco de esta situación. Me parece importante dejar sentado todo esto, 
porque hay declaraciones que pueden aparentar cierta insensibilidad desde el punto de vista de las 
autoridades. No es fácil que un 22 de diciembre las autoridades de una institución realicen una 
asamblea con los vecinos para clarificar un aspecto que, por cierto, es de mucha sensibilidad y 
preocupación. 


En segundo término, cuando se da este tipo de situaciones -me refiero, por ejemplo, a las 
que involucran a personas con discapacidades severas- las consideramos especialmente para ver si, 
efectivamente, hay una alternativa real de que la familia, en función de su realidad socioeconómica, 
tenga la posibilidad de permanecer en la vivienda. Antes de proceder al lanzamiento esperamos la 
calificación de las distintas familias que podrían estar interesadas, y entonces nos vimos enfrentados a 
dos tipos de casos: por un lado, quien estaba en la vivienda era, efectivamente -una vez realizada la 
inscripción- la persona a la que correspondía de pleno derecho ocuparla, teniendo en cuenta las pautas 
sociales y los criterios de selección de la institución. Este es un final feliz, que no tiene ninguna 
dificultad. Por otro lado, estaba el caso de aquella familia que pensábamos que podía llegar a verse 
contemplada; sin embargo, realizada la selección, resultaba que había otras que tenían más derecho al 
acceso a la vivienda. 


Frente a estos casos, tiene que quedar claro que lo que hacemos es administrar un 
patrimonio del conjunto de la sociedad. Están, entonces, los derechos de quienes habitan la vivienda - 
que no siempre sabemos por qué medio ingresaron- y los de quienes aspiran a acceder a ella pero no 
han tenido la oportunidad de hacerlo. Este es el andarivel en el que nos movemos, y cada vez que 
tenemos que resolver este tipo de situaciones nos pesan de la misma forma y con la misma 
preocupación que han expresado los señores Senadores. Cada una de ellas es un mundo y lo que 
hacemos es tratar de analizarlas puntualmente. 


Ahora bien, como decía el Presidente de la Comisión, en algunas oportunidades quien accede 
no tiene el cien por ciento de los conocimientos que debería tener y, en otras, en las que se nos ha 
pedido que no actuemos -y que hemos identificado- se suscribe un documento privado y firmado entre 
las partes bajo promesa de cesión de derechos ante un escribano que certifica las firmas. En dicho 
documento se expresa claramente que las partes manifiestan que conocen que “la presente cesión” 
debe ser autorizada por Mevir y que para presentarla se le debe abonar la totalidad de lo adeudado, 
por lo cual los cedentes se obligan a enviar una nota solicitando la autorización y suscribir el 
documento de cesión de derechos con las formalidades de estilo. Asimismo, en caso de incumplimiento 
y en el momento en que les sea requerido, deberán pagar una multa equivalente al precio allí 
establecido, más los daños y perjuicios ocasionados. 


Entonces, ¿qué hacer frente a estas situaciones en las que hay profesionales que se prestan 
a dar validez, a través de una certificación de firmas, a un documento titulado “Promesa de Cesión de 
Derechos”? Compartimos la preocupación y el dolor que representa que haya profesionales 
universitarios que se prestan a engañar o a intentar burlar al conjunto de la sociedad uruguaya. 
Consideramos que legislar sobre esto sería todo un reto tendiente a procurar un mejor futuro para 
todos porque, obviamente, para nosotros, como administradores que somos, dar curso a una orden de 
juicio o a un lanzamiento no es una decisión agradable. Los momentos lindos son las inauguraciones, 
pero nuestra tarea se compone de dos partes. Lo agradable para todos es cuando alguien puede 
concretar la adquisición de su casa pero nosotros, además, debemos tratar de que llegue a quien debe 
y de que abarque a aquellos que todavía no tuvieron la oportunidad de acceder a ella. 


SEÑOR BARONE.- Quiero hacer un par de aportes a la inquietud -que también es nuestra- de los 
integrantes de esta Comisión. 


Es natural que los señores Senadores quieran saber cómo funciona Mevir; por nuestra parte, 
intentamos que entiendan cuál es la problemática con la que nos encontramos. A lo que el señor 
Presidente decía -cuyas expresiones comparto- en el sentido de que alguna gente de Mevir no ha 
accedido a determinado tipo de cultura -al igual que alguna otra de nuestro país que no pertenece a 
Mevir- debo agregar que, por el funcionamiento que tenemos, antes de acceder a la vivienda todas 
estas personas estuvieron trabajando por lo menos dos años con nosotros. Estoy hablando de una 
etapa de preobra y de otra de dieciocho meses de construcción, en las que la gente tiene que cumplir 
obligatoriamente con determinada cantidad de horas de trabajo, que creo ronda las noventa y seis por 
mes, en base a lo que se establece el subsidio que se mencionaba antes. Imaginen los señores 
Senadores a esas mismas personas con la expectativa de una vivienda. Cabe preguntarse si sabrán lo 
que están haciendo y los derechos que tienen, pero en todo momento se les aclara, a través de un 
trabajo que se realiza con un equipo técnico -que es el que comienza las actuaciones con los 
participantes de Mevir- integrado por un asistente social, un arquitecto y un ingeniero agrónomo que 
están permanentemente en contacto con los interesados, cuáles son sus derechos y obligaciones. O 
sea que las personas que acceden a las viviendas de Mevir -como dijo el señor Presidente, el 
momento en que las entregamos es lindo para todos- son conscientes de lo que están haciendo y 
firmando, independientemente de que haya un documento. Conjuntamente con el documento al que se 
refería el señor Presidente, está el contrato que avala lo hecho por Mevir. En el artículo 9% de ese 
contrato se expresa que el participante no podrá subarrendar la vivienda ni ceder su uso a ningún 
título, ni destinarla a otro fin que no sea el de habitación propia por un plazo de veinte años contados a 
partir de la finalización de la obra, salvo autorización de Mevir, siendo nulo todo acto celebrado en 
contravención a lo dispuesto y quedando facultado MEVIR a rescindirlo y exigir la entrega de la 
vivienda. Esto sucede desde el punto de vista formal, y se comprende; tal como lo ha expresado el 
señor Presidente -cuyos dichos también comparto en este caso- la razón está de nuestro lado. 
Estamos trabajando para que la gente tenga su vivienda. 


Todos estos casos nos duelen muchísimo y, aunque no puedo precisar la cantidad, sé que se 
trata de unos cuantos. Hace algunos momentos se preguntó si aprobábamos las cesiones. Aunque es 
posible que me equivoque, desde que estoy en Mevir todas las cesiones que llegaron a la Comisión 
Nacional han sido aprobadas, y estoy hablando de unas cuantas. En el orden del día de todas las 
sesiones -que, por mes, son al menos dos- figura la consideración de la aprobación de cesiones de 
derecho, y Mevir las ha otorgado sin ningún problema. Es más, podríamos mostrarles la cantidad de 
casos de personas que deben 70, 80, 100 ó 170 cuotas, a las que, cuando vienen a realizar el planteo 
a Mevir, nosotros damos la posibilidad de que permanezcan en la vivienda. Debe quedar claro que no 
cerramos la puerta a una persona por el hecho de que no cumpla con los requisitos. Cuando llegamos 
a la instancia del desalojo y del lanzamiento es porque, con todas las garantías de la ley, no tuvimos 
más remedio que defender esa función que se nos encomendó de administrar 24.000 viviendas que 
pertenecen a un organismo al que el Estado destina una partida muy importante de dinero a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con un fin con el que la propia 
gente, mediante su trabajo, está colaborando. 


Lo sucedido en Río Branco es un detonante porque llegó una denuncia. Además de lo que ya 
señaló el señor Presidente, ellos nos solicitaron una entrevista a la que concurrimos los tres integrantes 
de la Comisión Nacional -que somos los que estamos aquí y que, además, integramos la Mesa 
Coordinadora de Mevir- reunión que fue muy interesante. Cabe destacar que los tres que estamos hoy 
aquí presentes, más el Secretario, recibimos absolutamente a todos y luego trasladamos las 
inquietudes a Montevideo a los efectos de solucionar todos los problemas. En el caso de las personas 
que habían comprado y existía documentación como la que leyó el Presidente y que dejamos a 


disposición de la Comisión, no tuvimos más remedio que decirles que debían accionar contra las 
personas que les vendieron y no contra nosotros. No está en nuestras manos hacer nada. Si vamos a 
readjudicar la vivienda a la persona que de alguna forma llegó a ella, no por el camino que Mevir prevé 
-que, insisto, abre sus puertas en cualquier situación- estaremos avalando una conducta. En Río 
Branco, al igual que en otros lugares, tenemos una lista de espera de gente que está aguardando por 
una vivienda. Por ejemplo, hay personas que hace cuatro años que se encuentran en esa situación. 
Entonces, si alguien que vino en forma indebida -no importa si de buena o mala fe- ocupó la vivienda y 
nosotros lo avalamos, facilitamos que la persona que se avino a lo que marcan la ley y Mevir piense 
que el camino no es esperar sino meterse en una vivienda cuando se dé la oportunidad. 


Soy de Cerro Largo y no me gustó estar en ninguna de las situaciones que tuve que enfrentar; 
por ejemplo, la de aquella madre, en Noblía -porque estos problemas no se dan solamente en Río 
Branco- que teniendo dos hijos se quedó sin la vivienda. Había cometido un error importante y llegó un 
momento en que no pudimos sostener más esa situación. 


Reitero que nosotros somos los administradores de un organismo que en este momento 
maneja 24.000 viviendas y, tal como dijeron los compañeros, estamos dispuestos a rever el sistema, el 
mecanismo o lo que sea, pero en estos casos en particular, cuando nos presentaron estas situaciones, 
Mevir ya estaba actuando y poniendo muchísima voluntad en la búsqueda de una solución. Aquí no se 
ha hablado de la cantidad de casos que hemos solucionado; si se habla de cuarenta y luego aparecen 
tres o cuatro personas, ¿qué pasó con las demás? Como consecuencia de una serie de 
investigaciones que realizamos en Río Branco, tenemos un equipo de trabajo que se abocó a 
reacondicionar viviendas que habían presentado problemas, y ya fueron adjudicadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular una apreciación, porque lo que señalé quizá no fue 
comprendido. 


Obviamente, aquí no nos estamos ocupando de quién construyó la vivienda, porque todos 
estamos de acuerdo en que al haber participado con su esfuerzo personal, respondió a la esencia del 
Movimiento Pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre, sino de quien ingresa posteriormente a 
ella, a veces con conocimiento, con constancia, y otras con la colaboración de un profesional 
inescrupuloso. 


Tampoco está en nuestro espíritu -eso lo dejamos claro- pedir a la Comisión que no cumpla 
con su cometido porque sabemos que, si no tiene esta posición, en el futuro no va a adjudicar una 
vivienda más ni nadie le va a pedir permiso. Entendemos, además, que este es un momento duro que 
nadie quiere enfrentar pero, en definitiva, vivimos en un Estado de Derecho y hay que cumplir las 
normas. Esto es básico. Sí planteábamos la posibilidad de prorrogar los lanzamientos sabiendo que, si 
la gente califica, no parece sensato lanzarla y después obligarla a demostrar que califica, en cuyo caso, 
en realidad, no habría que haberla lanzado, porque sería ir para atrás, tal como lo manifestaba el 
arquitecto Beltrame. Sin embargo, si no califica -incurriendo en todas las conductas que se han 
señalado- se le darían los plazos necesarios para ver si puede ir buscando una solución a su vivienda. 
Quizás esta solución no se obtenga a través de Mevir y, en ese sentido, sabemos que Fucvam también 
está trabajando en la zona. Recuerdo haber participado en el plan de ordenamiento territorial de Punta 
del Diablo en Rocha y, si bien es cierto que teníamos el derecho de desalojar a todos los que habían 
construido en zonas no permitidas, fuimos inflexibles con los que se hicieron un rancho para pasar el 
verano y especialmente sensibles con los pobladores locales que efectivamente trabajaban, quienes 
fueron finalmente realojados. Desde la generalidad con que vemos el asunto, no podemos pedir ni fijar 
reglas porque quienes tienen la posibilidad de acceder a los asistentes sociales y a cada expediente - 
ninguno es igual a otro- son ustedes. Además, debemos tener en cuenta que, a partir del auge 
comercial que ha tenido Río Branco -desde el sector agropecuario, con la producción de arroz y desde 
el comercial, por la diferencia cambiaria que se viene manteniendo con Brasil en los últimos años- la 
zona ha atraído a muchas personas que buscan trabajo. Esto ha generado, como todos sabemos, una 
altísima demanda de viviendas en la zona y, en definitiva, si no buscamos una solución ahora, después 
va a ser peor porque tendremos que atender la problemática de los asentamientos y de los ocupantes. 


Creo que cumplimos con el cometido de esta Comisión haciéndoles saber nuestra 
preocupación sobre el tema. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Comparto la valoración efectuada por el señor Presidente y 
entiendo y respaldo el trabajo que se está haciendo por parte de Mevir. Creo que debemos prestar 


especial atención a estos temas en particular para tratar de evitar más injusticias de las que implica la 
propia situación de pobreza cultural y, en muchos casos, de inescrupulosidad profesional. En relación 
con este último tema -no podemos generalizar hablando de todos los profesionales que han 
intervenido en las cesiones- creo que sería una medida preventiva a explorar que, en las operaciones 
de este tipo de cesiones inmobiliarias, cuando interviene un escribano certificando firmas, se deje 
expresa constancia antes de la firma del cesionario, del cedente, de quien construyó la vivienda, de 
que no lo puede hacer y de que el acto es ilegal. No es lo mismo dejar sentado que se requiere 
autorización, que informarle, pero tampoco alcanza con establecer que se le informó de sus derechos. 
Insisto en que esto es algo que se debería explorar. Si bien en este momento no tengo claramente 
estructurado este aspecto, sería conveniente formular moción en el sentido de que la Comisión se 
ponga en contacto con la Asociación de Escribanos del Uruguay a los efectos de ver cuáles podrían ser 
los correctivos, no solo con relación a esta clase de cesiones de Mevir, sino también con respecto a 
otro tipo de cesiones, y cuáles son los derechos de uso en materia de vivienda. 


SEÑOR DÍAZ.- Precisamente, en la misma línea que el señor Senador López Goldaracena, el ejemplo 
más reciente que tenemos fue el de Solís de Mataojo. En esa localidad escrituramos cincuenta y cuatro 
viviendas con los escribanos del pueblo y todos los vecinos, en un acto simultáneo. En esa 
oportunidad, pedimos expresamente que se especificara en una cláusula la prohibición de enajenar. 
Esto lo venimos haciendo en Pueblo Biassini, en Salto, donde escrituramos alrededor de cuarenta 
viviendas, y otro tanto en Valentín. 


Por otra parte, pedimos a nuestro Gerente de Jurídica, doctor Gonzalo Trobo, que hiciera la 
comunicación correspondiente, reiterando el texto de la ley que ya tiene más de cuarenta años. Esto es 
un complemento para precisar, informar y reiterar a los efectos de que la gente cuente con un mejor 
conocimiento. 


Tal como decía el señor Presidente de la Comisión, es cierto y nos sirve de excusa que no 
conozcan, pero se debe ayudar a determinado público a que tome conocimiento. Por lo tanto, es 
bienvenido que se colabore en la difusión y la comunicación. Estas escrituras las estamos haciendo 
con escribanos jóvenes y sorteamos cuando no hay escribanos en los pueblos. En el caso de Salto, 
fueron cuarenta escribanos en un ómnibus para hacer las escrituras. 


En fin, creo que debemos cultivar el diálogo para evitar situaciones que, lamentablemente, 
hoy se están dando. 


SEÑOR BELTRAME.- Esta preocupación la hemos mantenido y quien haya tenido la oportunidad de 
participar en alguna inauguración -el señor Senador Chiruchi tiene clara la situación- sabe que 
reiteramos expresamente, no a través de los asistentes sociales sino en el acto público de entrega de 
las llaves, lo que implica el uso, la permanencia en la vivienda y las obligaciones que esto conlleva. 
Políticamente se podría pensar que no es muy correcto, pero es la única forma que tenemos de 
establecer la comunicación con la gente, incluso haciendo referencia a la idea de que “quien avisa no 
traiciona”. De hecho, pensamos que si bien la gente sabe lo que hace, el problema -aparte de 
quitar el derecho a la vivienda a aquel que la vendió o la malvendió- es hasta dónde continuar con las 
acciones, teniendo en cuenta lo que implica en otras ulterioridades frente al Estado. Este tema es de 
debate constante y, realmente, nos preocupa. Somos gente de teléfono abierto y, por lo tanto, 
recibimos múltiples llamadas que plantean este tipo de situaciones que uno intenta razonablemente 
dirimir en función del bienestar del conjunto de la población. 


De todas formas tomamos la preocupación expresada y seguiremos tratando de elaborar o 
pensar sistemas que permitan desarrollar alternativas. Pero insisto: en varias localidades aconsejamos 
a las personas que hicieran la denuncia, como prueba de que estaban actuando de buena fe. Esta es, 
repito, la única manera de dirimir estas cuestiones, porque me consta que hay quienes accedieron por 
un acuerdo entre privados, en una situación de alquiler, pero después hicieron la denuncia ante la 
posibilidad de ser beneficiados, lo cual es realmente perverso como sistema. Entonces, entramos a 
dirimir situaciones, lo que en definitiva no nos corresponde a nosotros sino, en todo caso, a la Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho al arquitecto Francisco Beltrame, al escribano Ariel Díaz 
y al ingeniero agrimensor Enrique Barone, de la Comisión Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda 
Rural Insalubre, Mevir, por haber comparecido ante esta Comisión. 


Para otro momento y con la debida preparación de su parte, coordinaremos a través de la 
Secretaría una nueva reunión, a fin de que nos permitan conocer sus programas de vivienda y planes 
de trabajo proyectados. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión Honoraria Pro Erradicación de la 
Vivienda Rural Insalubre, Mevir) 


-Dese cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑORA SECRETARIA.- “- Inmueble padrón 2079 (parte), Segunda Sección Judicial y localidad 
Catastral de Santa Lucía, departamento de Canelones. Se desafecta a título oneroso de la Intendencia 
Municipal de Canelones y se afecta al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Carpeta N* 146/2010. 
Distribuido N* 73/2010. 


“ 


- La señora Sandra Jassid remite nota, a la que adjunta antecedentes, presentando 
problemática personal sobre la ejecución de su vivienda del BHU”. 


Aclaro que esta nota fue remitida en archivo escaneado a las casillas de correo de los señores 
Senadores. 


“- El señor Presidente del Senado remite las palabras pronunciadas en Sala por el señor 
Senador Carlos Camy, en sesión de fecha 18 de mayo de 2010, relacionadas con el déficit habitacional 
en la localidad de San Ramón, departamento de Canelones”. 


Este documento también fue remitido a las casillas de correo de los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar al segundo punto del orden del día, quiero referirme al primer 
asunto entrado que leyó la señora Secretaria, relacionado con la desafectación de un inmueble a título 
oneroso de la Intendencia Municipal de Canelones y su afectación al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a los efectos de realizar las obras de la Ruta Nacional N* 11 en el Tramo Accesos y Puente 
Sobre el río Santa Lucía. 


Entiendo que se trata de un asunto bastante claro, por lo que sugiero, si los demás señores 
Senadores están de acuerdo, que se incluya en el orden del día de esta sesión. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
- 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el siguiente punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se 
desafecta del patrimonio del Banco Central del Uruguay y se afecta al patrimonio del Estado, Ministerio 
de Educación y Cultura, el inmueble padrón 3357 del departamento de Montevideo. Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo (Carp. N* 125/2010 - Distr. N* 64/2010)”. 


En este caso, se trata de un inmueble sobre la calle Juan Carlos Gómez y, como dato, puedo 
señalar que ya está dado al Ministerio de Educación y Cultura por parte del Banco Central del Uruguay. 
Por esta ley, se desafectaría del Banco Central y se pasaría al patrimonio del Poder Ejecutivo, 
Ministerio de Educación y Cultura. En síntesis, se pasa de un régimen de comodato por parte del 
Ministerio de Educación y Cultura a uno de propiedad. Para desafectar el inmueble del Banco Central y 
pasarlo a la Cartera de Educación y Cultura, el tema debe volver al Parlamento. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


- 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se debe designar el Miembro Informante. 
SEÑOR CHIRUCHI.- Propongo al señor Presidente de la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Senador. 
(Se vota:) 

- 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el último punto del orden del día, referente al asunto entrado 
presentado en el día de hoy, por el cual se desafecta, a título oneroso, un inmueble de la Intendencia 
Municipal de Canelones y se afecta al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, con destino a la Ruta 
Nacional NP” 11 en el Tramo Accesos y Puente sobre el río Santa Lucía. 


En discusión. 
En consideración el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde designar un Miembro Informante de este proyecto, por lo que propongo al señor 
Senador Chiruchi. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Consulto al señor Senador Chiruchi si lo desea hacer en forma escrita o verbal. 
SEÑOR CHIRUCHI.- En forma verbal, señor Presidente. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presidente: quiero saber qué va a suceder con nuestra 
propuesta de convocar a la Asociación de Escribanos del Uruguay en función de lo expuesto en 
ocasión de la visita de las autoridades de Mevir, iniciativa que incluso recibió su beneplácito. No sé si 
ese tema va a ser resuelto en el día de hoy o se va a incluir en el orden del día de la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador López Goldaracena propone citar a la Asociación de 
Escribanos del Uruguay a los efectos que expondrá a continuación. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- El objeto del pedido de citación que esbozábamos en ocasión de 
nuestra intervención tratando el tema de Mevir y el desalojo de viviendas en Río Branco, refiere a la 
preocupación de esta Comisión sobre las prácticas de cesiones de derechos sin la adecuada 
información a los usuarios acerca de sus consecuencias. Para ilustrar, podemos decir que aquel que 
está cediendo comete un acto ilícito civil, y aquel que está comprando o que pasa a ser cesionario 
también incurre en un acto ilícito civil, con la sanción de nulidad correspondiente que va a traer como 
consecuencia acciones judiciales por parte de Mevir. Si bien la participación de los escribanos advierte, 
en todas las escrituras que hemos visto, que se debe pedir autorización a Mevir, nos preocupa el hecho 
de que no se brinde información en oportunidad de celebrar esos contratos sobre las consecuencias de 
lo que se está haciendo. Por lo tanto, creo que sería conveniente expresar nuestra preocupación ante 
la Asociación de Escribanos del Uruguay, sin perjuicio de ir explorando otras vías que permitan 
instrumentar garantías para prevenir estas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Existen dos formas de hacer saber la preocupación de la Comisión, y adelanto 
mi posición afirmativa al respecto. Una de ellas es citar a la Asociación de Escribanos del Uruguay en 
la persona de sus autoridades y, la otra, enviar una nota de parte de la Comisión adjuntando la versión 
taquigráfica del día de hoy. Cualquiera de las dos formas es viable; no sé cuál prefieren los señores 
Senadores. 


SEÑOR TAJAM.- Propongo que se haga la comunicación junto con la versión taquigráfica, para dar 
cuenta claramente de cuál es la intención de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Cometemos al señor Senador López Goldaracena para que redacte la nota en nombre de la 
Comisión, que en la próxima sesión aprobaremos. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 37 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


